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Sentencias del Tribunal de Justicia
de las Comunidades Europeas

1. Mediante escrito presentado en la  Secretaría
del Tribunal de Justicia el 13 de diciembre de 1995,
el Reino de Bélgica interpuso, con arreglo al artícu-
lo 170 del Tratado CE (actualmente artículo 227
CE), un recurso que tiene por objeto que se declare
que el Reino de España ha incumplido las obligacio-
nes que lee incumben en virtud de los artículos 34
del Tratado CE (actualmente artículo 29 CE, tras su
modificación), conforme lo interpreta el Tribunal de
Justicia en su sentencia de 9 de junio de 1992,
Delhaize et Le Lion (C-47/90, Rec. página I-3669;
en lo sucesivo, «sentencia Delhaize»), y 5 del
Tratado CE (actualmente artículo 10 CE), al mante-
ner vigente el Real Decreto número 157/1988, por el
que se establece la normativa a que deben ajustarse
las denominaciones de origen y las denominaciones
de origen calificadas de vinos y sus respectivos
Reglamentos (BOE, número 47, de 24 de febrero de
1988, página 5864; en lo sucesivo, «Real Decreto
número 157/88»), y, en especial, su artículo 19, apar-
tado 1, letra b).

El marco jurídico nacional

2. La Ley número 25/1970, Estatuto de la Viña, del
Vino y de los Alcoholes (en lo sucesivo, «Ley número
25/70»), y el Real Decreto número 157/88 fijan los
requisitos que debe reunir un vino para que pueda con-
cedérsele una denominación de origen o, si se reúnen
determinados requisitos adicionales, una denomina-
ción de origen calificada.

3. Con arreglo a los artículos 84 y 85 de la Ley
número 25/70, el Ministro de Agricultura puede, a
petición de los viticultores y de los productores de vino
o actuando de oficio, reconocer una denominación de
origen. En tal caso, se crea un Consejo Regulador de la
denominación de origen. A tenor de los artículos 87 y
siguientes de la Ley número 25/70, el Consejo
Regulador, compuesto mayoritariamente por represen-
tantes del sector vitivinícola, tiene competencia para
dictar, sin perjuicio de la aprobación del Ministro de
Agricultura, normas sobre los vinos con denominación

de origen y, por otra parte, tiene por misión orientar,
vigilar y controlar la producción, la elaboración y la
calidad de tales vinos, velar por el prestigio de la deno-
minación en el mercado nacional y en los mercados
extranjeros y perseguir todo empleo indebido de la
denominación.

4. El artículo 86 de la Ley número 25/70 autoriza
al Ministro de Agricultura a otorgar, previa petición de
un Consejo Regulador, la mención «calificada» a
determinados vinos que tengan ya reconocida la deno-
minación de origen, siempre que se reúnan ciertos
requisitos.

5. Tales requisitos se enumeran en los artículos 17
a 21 del Real Decreto número 157/88. El artículo 19,
apartado 1, letra b), de dicho Real Decreto supedita,
en particular, la atribución de la mención «calificada»
a una obligación de embotellado en las bodegas de
origen, es decir, en las bodegas situadas dentro de la
zona de producción. Esta obligación sólo se declaró
aplicable a los vinos destinados a la exportación una
vez cumplidos cinco años contados a partir de la
publicación del Real Decreto número 157/88, que se
produjo el 24 de febrero de 1988. El artículo 19, apar-
tado 1, letra c), del Real Decreto número 157/88 exige
además que el Consejo Regulador establezca, dentro
de los límites de sus competencias, un procedimiento
de control, desde la producción hasta la comerciali-
zación, de la cantidad y la calidad de los productos
protegidos.

6. Conforme a los artículos 84 y siguientes de la
Ley número 25/70, se atribuyó una denominación de
origen a vinos producidos en la zona de La Rioja. Al
mismo tiempo se creó un Consejo Regulador de la
Denominación de Origen Rioja (en lo sucesivo,
«Consejo Regulador del Rioja»).

7. Mediante Orden del Ministro de Agricultura,
Pesca y Alimentación de 3 de abril de 1991 (BOE,
número 85, de 9 de abril de 1991, página 10675), se
atribuyó la mención «calificada» a la denominación de
origen Rioja.
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8. Dicha Orden aprobó también el Reglamento
relativo a esta denominación y al Consejo Regulador
del Rioja (en lo sucesivo, «Reglamento Rioja»), que
figura como Anexo a la Orden.

9. El artículo 39 del Reglamento Rioja establece
que:

el Consejo Regulador del Rioja está constituido por
veintidós representantes del sector vitivinícola, por un
representante de cada una de las tres Comunidades
Autónomas a cuyo territorio pertenece la zona de pro-
ducción, así como por un representante del Ministerio
de Agricultura, aunque los cuatro representantes de las
autoridades públicas no tienen derecho a voto;

dicho Consejo está presidido por un Presidente
designado por el Ministro de Agricultura, a propuesta
de una mayoría cualificada de sus miembros.

10. El artículo 32 del Reglamento Rioja está redac-
tado en los siguientes términos:

«1. El embotellado de vinos amparados por la
denominación de origen calificada Rioja deberá ser
realizado exclusivamente en las bodegas inscritas
autorizadas por el Consejo Regulador, perdiendo el
vino en otro caso el derecho al uso de la denominación.

2. Los vinos amparados por la denominación de
origen calificada Rioja únicamente pueden circular y
ser expedidos por las bodegas inscritas en los tipos de
envase que no perjudiquen su calidad o prestigio y
aprobados por el Consejo Regulador. Los envases
deberán ser de vidrio, de las capacidades autorizadas
por la Comunidad Económica Europea a excepción de
la gama de un litro.»

11. De conformidad con el Real Decreto número
157/1988, el Consejo Regulador del Rioja dictó las
medidas adecuadas para ampliar gradualmente al vino
destinado a la exportación la obligación de embotella-
do en la zona de producción. Tales medidas consistían
en la asignación a cada empresa exportadora de vinos
a granel de cupos de exportación anuales decrecientes
en función del país de destino.

El marco jurídico comunitario

Las disposiciones pertinentes del Tratado

12. El artículo 5 del Tratado dispone:
«Los Estados miembros adoptarán todas las medi-

das generales o particulares apropiadas para asegurar
el cumplimiento de las obligaciones derivadas del pre-
sente Tratado o resultante de los actos de las institu-
ciones de la Comunidad. Facilitarán a esta última el
cumplimiento de su misión.

Los Estados miembros se abstendrán de todas aque-
llas medidas que puedan poner en peligro la realiza-
ción de los fines del presente Tratado.»

13. Conforme al artículo 34, apartado 1, del
Tratado, están prohibidas entre los Estados miembros
las restricciones cuantitativas a la exportación y las
medidas de efecto equivalente. El artículo 36 del
Tratado CE (actualmente artículo 30 CE, tras su modi-
ficación) dispone que el artículo 34 del Tratado no será
obstáculo para las prohibiciones o restricciones a la
importación, exportación o tránsito justificadas, en
particular, por razones de protección de la propiedad
industrial y comercial.

Las disposiciones de Derecho comunitario derivado
aplicables en la fecha de interposición del recurso

14. El Reglamento (CEE) número 823/87 del
Consejo, de 16 de marzo de 1987, por el que se esta-
blecen disposiciones específicas relativas a los vinos
de calidad producidos en regiones determinadas (DO
L 84, página 59), en su versión modificada en último
lugar por el Acta relativa a las condiciones de adhe-
sión de la República de Austria, de la República de
Finlandia y del Reino de Suecia y a las adaptaciones
de los Tratados en los que se basa la Unión Europea
(DO 1994 C 241, página 21, y DO 1995 L 1, página
1) (en lo sucesivo, «Reglamento número 823/87»),
crea un marco de normas comunitarias para regular la
producción y el control de los vinos de calidad produ-
cidos en regiones determinadas (en lo sucesivo,
«v.c.p.r.d.»). Su cuarto considerando destaca que se
inscribe en el marco del desarrollo de una política de
calidad en el sector agrícola y, especialmente, en el
sector vinícola.

15. Con arreglo al artículo 15 del Reglamento
número 823/87, sólo los vinos regulados por dicho
Reglamento, por otros Reglamentos específicos o
de aplicación, y que respondan a las disposiciones
definidas por las regulaciones nacionales pueden
llevar una de las menciones comunitarias estableci-
das por el Reglamento número 823/87, tales como
la mención «v.c.p.r.d.», o una mención específica
tradicional empleada en los Estados miembros pro-
ductores para designar determinados vinos, como,
en el caso de España, la mención «denominación
de origen» o la mención «denominación de origen
calificada.»

16. El artículo 18, párrafo primero, del Reglamento
número 823/87 dispone:

«Los Estados miembros productores podrán definir,
teniendo en cuenta los usos leales y constantes:

[…]
además de las disposiciones previstas en el presente
Reglamento, todas las características o condiciones de
producción, de elaboración y de circulación comple-
mentarias o más estrictas, para los v.c.p.r.d. elaborados
en su territorio.»
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17. El vigésimo segundo considerando del Regla-
mento número 823/87 precisa que esta última disposi-
ción tiene por objeto conservar el carácter de calidad
específica de los v.c.p.r.d.

18. El artículo 15 bis del Reglamento número
823/87 prevé un procedimiento de descalificación de
un v.c.p.r.d. cuando el vino haya sufrido, durante el
almacenamiento o el transporte, una alteración que
haya atenuado o modificado sus características, cuan-
do haya sido sometido a manipulaciones no admitidas
o cuando su designación como v.c.p.r.d. no sea lícita.

19. Además, el sector vitivinícola está regulado, en
particular, por:

el Reglamento (CEE) número 2048/89 del Consejo,
de 19 de junio de 1989, por el que se establecen las
normas generales relativas a los controles en el sector
vitivinícola (DO L 202, página 32);

el Reglamento (CEE) número 2238/93 de la
Comisión, de 26 de julio de 1993, relativo a los docu-
mentos que acompañan el transporte de productos viti-
vinícolas y a los registros que se deben llevar en el sec-
tor vitivinícola (DO L 200, página 10), que derogó y
sustituyó al Reglamento (CEE) número 986/89 de la
Comisión, de 10 de abril de 1989, relativo a los docu-
mentos que acompañan el transporte de productos viti-
vinícolas y a los registros que se deben llevar en el sec-
tor vitivinícola (DO L 106, página 1);

el Reglamento (CEE) número 2392/89 del Consejo,
de 24 de julio de 1989, por el que se establecen las nor-
mas generales para la designación y presentación de
los vinos y mostos de uva (DO L 232, página 13), en
su versión modificada en último lugar por el Acta de
adhesión de la República de Austria, de la República
de Finlandia y del Reino de Suecia (en lo sucesivo
«Reglamento número 2392/89»);

el Reglamento (CEE) número 3201/90 de la
Comisión, de 16 de octubre de 1990, sobre modalida-
des de aplicación para la designación y presentación de
los vinos y mostos de uva (DO L 309, página 1), en su
versión modificada en último lugar por el Reglamento
(CE) número 2603/95 de la Comisión, de 8 de noviem-
bre de 1995 (DO L 267, página 16).

La sentencia Delhaize

20. En la sentencia Delhaize, el Tribunal de
Justicia declaró, respondiendo a una cuestión plante-
ada por el Tribunal de Commerce de Bruxelles sobre
la compatibilidad con el artículo 34 del Tratado de
una normativa nacional como la contenida en el Real
Decreto número 157/88 y en el Reglamento Rioja,
adoptado de conformidad con dicho Real Decreto,
que una normativa nacional aplicable a los vinos
designados con una denominación de origen, que
limita la cantidad de vino que puede exportarse a gra-

nel y que, por otra parte, autoriza las ventas de vino a
granel dentro de la zona de producción, constituye
una medida de efecto equivalente a una restricción
cuantitativa a la exportación, prohibida por el artícu-
lo 34 del Tratado.

21. En primer lugar, el Tribunal de Justicia señaló
(apartados 12 a 14 de la sentencia) que una normativa
nacional que, por una parte, limita la cantidad de vino
que puede exportarse a granel a otros Estados miem-
bros y que, por otra, no somete a restricción cuantitati-
va alguna las ventas de vino a granel entre las empre-
sas situadas en el interior de la zona de producción
tiene como efecto restringir específicamente las
corrientes de exportación del vino a granel y, en espe-
cial, proporcionar, de esta forma, una ventaja particu-
lar para las empresas de embotellado situadas en la
zona de producción.

22. Por lo que respecta a la alegación del
Gobierno español según la cual hacer de la obliga-
ción de embotellar el vino en la zona de producción
un requisito para atribuir a dicho vino una denomi-
nación de origen calificada formaba parte de la pro-
tección de la propiedad industrial y comercial, a
efectos de lo previsto en el artículo 36 del Tratado, el
Tribunal de Justicia recordó (apartado 16) que, en el
estado actual del Derecho comunitario, corresponde
a cada Estado miembro, en el marco establecido por
el Reglamento número 823/87, definir los requisitos
a los que se sujeta la utilización del nombre de una
zona geográfica de su territorio como denominación
de origen que permita designar a un vino procedente
de la zona de que se trate. No obstante, destacó que,
cuando tales requisitos constituyan medidas prohibi-
das por el artículo 34 del Tratado, sólo están justifi-
cados por razones referentes a la protección de la
propiedad industrial y comercial, en el sentido del
artículo 36 del Tratado, si son necesarios para garan-
tizar que la denominación de origen cumpla su fun-
ción específica.

23. El Tribunal de Justicia señaló (apartados 17
y 18) que la función específica de la denominación
de origen es garantizar que el producto por ella
amparado procede de una zona geográfica determi-
nada y presenta determinados caracteres particula-
res y que, por consiguiente, una obligación como la
controvertida sólo estaría justificada por razones
encaminadas a garantizar que la denominación de
origen cumpliera su función específica si el embote-
llado en la zona de producción imprimiera al vino
procedente de esta zona unos caracteres particulares
que pudieran individualizarlo, o si el embotellado en
la zona de producción fuera indispensable para la
conservación de los caracteres específicos que este
vino hubiera adquirido. A continuación, el Tribunal
de Justicia indicó (apartado 19) que no se había
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demostrado que el embotellado del vino objeto de
examen en la zona de producción fuera una opera-
ción que confiriera a dicho vino unos caracteres par-
ticulares o una operación indispensable para el man-
tenimiento de los caracteres específicos que hubiera
adquirido.

24. La alegación del Gobierno español según la
cual las facultades de control concedidas al Consejo
Regulador del Rioja se limitaban a la zona de produc-
ción, de forma que era necesario proceder al embote-
llado del vino en la zona de producción, fue desesti-
mada por el Tribunal de Justicia, debido a que el
Reglamento número 986/89 había establecido un régi-
men de vigilancia encaminada a asegurar que la auten-
ticidad del vino no resultada afectada durante el trans-
porte (apartado 21).

25. Además, el Tribunal de Justicia afirmó (aparta-
dos 22 y 23) que la justificaron que el Gobierno espa-
ñol encontraba en el hecho de que la normativa de que
se trate formara parte de una política encaminada a
promover la calidad del vino no podía acogerse, pues-
to que no se había probado que, como tal, la localiza-
ción de las actividades de embotellado pudiera afectar
a la calidad del vino.

26. Por último, declaró (apartados 25 y 26) que,
aun cuando el artículo 18 del Reglamento número
823/87 autorice a los Estados miembros productores a
imponer, teniendo en cuenta los usos leales y constan-
tes, requisitos de circulación complementarios o más
rigurosos que los que impone el Reglamento número
823/87, dicho artículo no puede interpretarse en el sen-
tido de que autoriza a los Estados miembros a imponer
requisitos contrarios a las normas del Tratado relativas
a la circulación de mercancías.

El presente litigio

27. En 1994, el Gobierno belga llamó la atención
de la Comisión respecto al hecho de que la normativa
española de la que se trataba en la sentencia Delhaize
seguía estando vigente, a pesar de la interpretación que
del artículo 34 del Tratado hizo el Tribunal de Justicia
en dicha sentencia, y le pidió que actuara. El 14 de
noviembre de 1994, el miembro de la Comisión com-
petente respondió que esta Institución consideraba
«inoportuno insistir sobre los expedientes de infrac-
ción».

28. El 8 de marzo de 1995, el Gobierno belga
envió a la Comisión un escrito en el que expresaba su
intención de iniciar, con arreglo al artículo 170 del
Tratado, un procedimiento de incumplimiento contra
el Reino de España, por infracción del artículo 34 del
Tratado.

29. El 12 de abril de 1995, la Comisión comunicó
dicho escrito al Reino de España, el cual presentó
observaciones escritas el 5 de mayo de 1995.

30. El 31 de mayo de 1995, ambos Estados miem-
bros presentaron en procedimiento contradictorio sus
observaciones orales ante la Comisión, conforme al
artículo 170 del Tratado. Como la Comisión no emitió
un dictamen motivado, el Reino de Bélgica interpuso
el presente recurso de incumplimiento.

31. Mediante autos del Presidente del Tribunal de
Justicia de 21 de junio de 1996, se admitió la interven-
ción del Reino de Dinamarca, el Reino de los Países
Bajos, la República de Finlandia y el Reino Unido de
Gran Bretaña e Irlanda del Norte en apoyo de las pre-
tensiones del Reino de Bélgica y la intervención de la
República Italiana, la República Portuguesa y la
Comisión en apoyo de las pretensiones del Reino de
España.

Sobre el fondo

32. El Gobierno belga y los  Gobiernos danés,
neerlandés, finlandés y del Reino Unido, que intervie-
nen en su apoyo, alegan que el Reino de España ha
incumplido las obligaciones que le incumben en virtud
del artículo 5 del Tratado, al no modificar el Real
Decreto número 157/88 para atenerse a la sentencia
Delhaize.

33. En su escrito de contestación, el Gobierno
español afirma que, en la sentencia Delhaize, el
Tribunal de Justicia no se pronunció sobre la confor-
midad de los disposiciones españolas con el Derecho
comunitario. Aduce que en el ordenamiento jurídico de
casi todos los Estados miembros productores de vino
existen disposiciones análogas a las examinadas por el
Tribunal de Justicia. En su opinión, la legislación espa-
ñola vigente se ajusta a la interpretación que el
Tribunal de Justicia hizo del artículo 34 del Tratado en
la sentencia Delhaize y respeta totalmente la normati-
va comunitaria.

34. En consecuencia, tratándose de un recurso de
incumplimiento, procede examinar los motivos formu-
lados para comprobar si el Reino de España incumplió,
efectivamente, las obligaciones que le incumben en
virtud del artículo 34 del Tratado.

35. Por lo que respecta a esta última disposición,
ha de apreciarse sucesivamente, a la luz de los motivos
y alegaciones de las partes, si en las circunstancias del
caso de autos, la obligación de embotellar el vino en su
zona de producción para poder utilizar la denomina-
ción de origen (en lo sucesivo, «requisito controverti-
do») constituye una restricción a la libre circulación de
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mercancías y, en su caso, si está autorizado por la nor-
mativa comunitaria en materia de v.c.p.r.d., o si está
justificado por un objetivo de interés general que
puede prevalecer sobre las exigencias de la libre circu-
lación de mercancías.

Sobre la existencia de una restricción a la libre
circulación de mercancías

36. El Gobierno belga y los Gobiernos que inter-
vienen en su apoyo alegan que el requisito controver-
tido se traduce en una limitación cuantitativa de las
exportaciones de vino de Rioja a granel en el sentido
del artículo 34 del Tratado, tal como declaró el
Tribunal de Justicia en la sentencia Delhaize.

37. El Gobierno español, apoyado por los
Gobiernos italiano y portugués, afirma que la norma-
tiva española de que se trata no limita de modo algu-
no la cantidad de vino producido en la zona de La
Rioja que puede exportarse a granel. Sostiene que su
único objetivo y su único efecto es prohibir todo
empleo indebido y no controlado de la denominación
de origen calificada Rioja. El Gobierno español desta-
ca que la venta de vino a granel dentro de la zona no
está autorizada en términos generales, en la medida en
que toda expedición de vino dentro de la zona debe ser
previamente autorizada por el Consejo Regulador del
Rioja y ha de tener como destino exclusivo las bode-
gas embotelladoras que estén autorizadas por dicho
Consejo Regulador. En efecto, existen en la zona
empresas que no están autorizadas y que han optado
por dedicarse a la comercialización de vinos produci-
dos en la zona, pero que no están protegidos por la
denominación de origen calificada. En el presente
asunto, la normativa española no está incluida en el
supuesto tratado por el Tribunal de Justicia en la sen-
tencia Delhaize. Según el Gobierno español, dicho
supuesto se refería a una normativa nacional aplicable
a vinos con denominación de origen que limita la can-
tidad de vino que puede exportarse a granel y que, por
otra parte, autoriza las ventas de vino a granel dentro
de la zona de producción.

38. Es importante recordar que el requisito contro-
vertido implica la consecuencia de que el vino produ-
cido en la zona que reúna los demás requisitos exigi-
dos para poder acogerse a la denominación de origen
calificada Rioja ya no puede ser embotellado fuera de
la zona, so pena de verse privado de dicha denomina-
ción.

39. Si bien el hecho de que el transporte a granel
del vino que puede llevar dicha denominación esté,
en cierta medida, igualmente limitado incluso dentro
de la zona de producción puede ser un elemento a
tomar en consideración en el marco del examen de la

justificación del requisito controvertido, no es posi-
ble invocarlo para negar los efectos restrictivos de
dicho requisito.

40. En efecto, éste implica, en cualquier caso, que
un vino transportado a granel en la zona mantiene su
derecho a la denominación de origen calificada cuan-
do se embotella en bodegas autorizadas.

41. Así pues, se trata de una medida nacional que
tiene por efecto restringir específicamente las corrien-
tes de exportación por lo que respecta al vino que
puede llevar la denominación de origen calificada y
establecer de esta forma una diferencia de trato entre
el comercio interior de un Estado miembro y su
comercio de exportación, en el sentido del artículo 34
del Tratado.

42. Por consiguiente, la normativa española de que
se trata constituye una medida de efecto equivalente a
las restricciones cuantitativas a la exportación en el
sentido del artículo 34 del Tratado.

Sobre el alcance del artículo 18 
del Reglamento número 823/87

43. El Gobierno español, apoyado por los
Gobiernos italiano y portugués, recuerda que la nor-
mativa comunitaria relativa a los v.c.p.r.d. no tiene
carácter exhaustivo y que permite a los Estados miem-
bros dictar normas nacionales más estrictas. A este res-
pecto, cita el artículo 18 del Reglamento número
823/87, que autoriza a los Estados miembros a definir
condiciones de producción y de circulación comple-
mentarias o más estrictas dentro de su territorio.
Considera especialmente significativa la utilización,
en dicha disposición, del término «circulación», pues-
to que no puede negarse que el requisito controvertido
forma parte de las disposiciones relativas a la circu-
lación de los v.c.p.r.d.

44. El Gobierno belga destaca que el Tribunal de
Justicia desestimó ya, que la sentencia Delhaize, la ale-
gación basada en el artículo 18 del Reglamento núme-
ro 823/87. Por otra parte, afirma que el requisito con-
trovertido es contrario a un uso leal y tradicional de
embotellado en los Estados miembros importadores de
vino.

45. Procede recordar que, en la sentencia Delhaize,
el Tribunal de Justicia declaró (apartado 26) que no
puede interpretarse el artículo 18 del Reglamento
número 823/87 en el sentido de que autoriza a los
Estados miembros a imponer requisitos contrarios a las
normas del Tratado relativas a la circulación de mer-
cancías. En consecuencia, esta disposición no puede,
en sí, legitimar el requisito controvertido.
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46. A la inversa, y a diferencia de lo que alega el
Gobierno belga, la citada disposición no prohíbe en
sí misma una obligación de embotellado en la zona
de producción únicamente  porque autoriza la adop-
ción de disposiciones nacionales complementarias
«teniendo en cuenta los usos leales y constantes». En
efecto, la locución «teniendo en cuenta» carece del
sentido, más restrictivo, de una expresión con con-
notaciones de exigencia positiva como «siempre y
cuando exista», o de una expresión con connotacio-
nes de prohibición como «sin menoscabo de». En
una situación como la del caso de autos, que en la
fecha de la adopción del Real Decreto número
157/88 se caracterizaba por la coexistencia simultá-
nea, que las partes de discuten, de un uso de embo-
tellado en la zona de producción y de un uso de
exportación de vino a granel, el tenor literal del artí-
culo 18 del Reglamento número 823/87 implica sim-
plemente una toma en consideración de tales usos.
Ello puede dar lugar a una ponderación de los inte-
reses en juego, tras la cual puede darse preferencia a
uno de los usos sobre el otro, habida cuenta de deter-
minados objetivos.

Sobre la justificación del requisito controvertido

47. Los Gobiernos español, italiano y portugués,
así como la Comisión, consideran que el embotellado
forma parte integrante del proceso de fabricación del
vino. Constituye una etapa de la elaboración del pro-
ducto, de forma  que sólo puede considerarse verdade-
ramente originario de la zona un vino embotellado en
ella.

48. De ello resulta que un vino embotellado fuera
de la zona de La Rioja que llevara la denominación de
origen calificada Rioja infringiría el derecho exclusivo
de utilizar dicha denominación, que pertenece a la
colectividad de los productores de la zona cuyo vino
reúne los requisitos para acogerse a ella, incluido el del
embotellado en la zona. Así, los efectos restrictivos del
requisito controvertido se justifican por razones relati-
vas a la protección de la propiedad industrial y comer-
cial contemplada en el artículo 36 del Tratado. En efec-
to, el requisito es necesario para garantizar que la
denominación de origen calificada cumpla su función
específica, que es, en particular, garantizar el origen
del producto.

49. A los efectos de la resolución del presente liti-
gio, más que determinar si el embotellado, en su zona
de producción, de un vino que puede acogerse a una
denominación de origen calificada debe o no ser cali-
ficado como una etapa del proceso de elaboración de
dicho vino, interesa apreciar los motivos por los que,
según el Gobierno español, esta operación debe efec-
tuarse en la zona de producción. En efecto, sólo en el

caso de que tales motivos puedan por sí mismos jus-
tificar el requisito controvertido podrá considerarse
que éste es conforme con el Tratado, a pesar de sus
efectos restrictivos sobre la libre circulación de mer-
cancías.

50. Por lo que respecta a dichos motivos, el
Gobierno español destaca la especificidad del produc-
to y la necesidad de proteger el renombre vinculado a
la denominación de origen calificada Rioja, conser-
vando mediante el requisito controvertido las caracte-
rísticas particulares, la calidad y la garantía de origen
del vino de Rioja. Así pues, afirma, el requisito con-
trovertido está justificado por la protección de la pro-
piedad industrial y comercial contemplada en el artí-
culo 36 del Tratado.

51. Es cierto, tal como han recordado el Gobierno
belga y los Gobiernos que intervienen en su apoyo, que
el Tribunal de Justicia consideró, en la sentencia
Delhaize, que no se había demostrado que el embote-
llado en la zona de producción fuera una operación
indispensable para el mantenimiento de los caracteres
específicos del vino (apartado 19) o para garantizar el
origen del producto (apartado 21) ni que, como tal, la
localización de las actividades de embotellado pudiera
afectar a la calidad del vino (apartado 23).

52. No obstante, en el presente procedimiento, los
Gobiernos español, italiano y portugués, así como la
Comisión, han presentado nuevos elementos destina-
dos a demostrar que los motivos en los que se basa el
requisito controvertido pueden justificarlo. Procede
efectuar un examen del asunto a la luz de estos ele-
mentos.

53. La legislación comunitaria manifiesta una ten-
dencia general a potenciar la calidad de los productos
en el marco de la Política Agrícola Común, con objeto
de favorecer la reputación de dichos productos, en par-
ticular mediante la utilización de denominaciones de
origen que son objeto de una protección especial. Esta
tendencia general se ha concretado en el sector de los
vinos de calidad, como se recuerda en los apartados 14
y 17 de la presente sentencia. También se ha manifes-
tado respecto a otros productos agrícolas, para los cua-
les el Consejo adoptó el Reglamento (CEE) número
2081/92, de 14 de junio de 1992, relativo a la protec-
ción de las indicaciones geográficas y de las denomi-
naciones de origen de los productos agrícolas y ali-
menticios (DO L 208, página 1). A este respecto, el
octavo considerando de dicho Reglamento precisa que
éste se aplica sin perjuicio de las normas existentes
referentes a los vinos y las bebidas espirituosas, «des-
tinadas a proporcionar un mayor nivel de protección».

54. Las denominaciones de origen forman parte
de los derechos de propiedad industrial y comercial.
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La normativa aplicable protege a sus titulares frente
a una utilización abusiva de tales denominaciones
por terceros que desean aprovecharse de la reputa-
ción que éstas han adquirido. Su finalidad es garan-
tizar que el producto por ellas amparado procede de
una zona geográfica determinada y presenta determi-
nados caracteres particulares (sentencia Delhaize,
apartado 17).

55. Estas denominaciones pueden tener muy
buena reputación entre los consumidores y constituir,
para los productores que reúnan los requisitos para
utilizarlas, un medio esencial de atraerse una clientela
(véase, en el mismo sentido, en relación con las indi-
caciones de procedencia, la sentencia de 10 de
noviembre de 1992, Exportur, C-3/91, Rec. página I-
5529, apartado 28).

56. La reputación de las denominaciones de origen
está en función de la imagen de que éstas gozan entre
los consumidores. Por su parte, esta imagen depende,
esencialmente, de las características particulares y, en
términos más generales, de la calidad del producto. Es
esta última la que determina, en definitiva, la reputa-
ción del producto.

57. Debe señalarse que un vino de calidad es un
producto caracterizado por una gran especificidad, cir-
cunstancia que, en cualquier caso, no se discute por lo
que respecta al vino de Rioja. Sus cualidades y carac-
terísticas particulares, que resulta de la conjunción de
una serie de factores naturales y humanos, están vin-
culadas a su zona geográfica de origen y su manteni-
miento requiere vigilancia y esfuerzos.

58. La normativa de la denominación de origen
calificada Rioja tiene por objeto garantizar el man-
tenimiento de estas cualidades y características. Al
garantizar a los operadores del sector vitivinícola de
la zona de La Rioja, a petición de los cuales se reco-
noció la denominación de origen, también el control
del embotellado, su objeto es proteger mejor la cali-
dad del producto y, en consecuencia, la reputación
de la denominación, cuya responsabilidad asumen
en la actualidad plena y colectivamente dichos ope-
radores.

59. En este contexto, el requisito controvertido
debe considerarse conforme al Derecho comunitario, a
pesar de sus efectos restrictivos sobre los intercam-
bios, si se demuestra que constituye un medio necesa-
rio y proporcionado para proteger la gran reputación
de que goza, indiscutiblemente, la denominación de
origen calificada Rioja.

60. A este respecto el Gobierno español, apoya-
do por los Gobiernos italiano y portugués y por la
Comisión, alega que, sin el requisito controvertido,

podría efectivamente peligrar la reputación de la
denominación de origen calificada Rioja. En efecto,
el transporte y el embotellado fuera de la zona de
producción suponen riesgos para la calidad del vino.
El requisito controvertido contribuye de forma deci-
siva a la protección de las características particula-
res y de la calidad del producto, puesto que equiva-
le a confiar a los productores y al Consejo
Regulador del Rioja, es decir, a quienes poseen los
conocimientos y la técnica necesarios, así como un
interés primordial en la conservación de la reputa-
ción adquirida, la aplicación y el control del respec-
to de todas las normas relativas al transporte y al
embotellado.

61. En el presente asunto, no se discute que el
embotellado del vino constituye una operación impor-
tante que, si no se efectúa respetando exigencias rigu-
rosas, puede menoscabar gravemente la calidad del
producto. En efecto, la operación de embotellado no se
reduce simplemente a llenar recipientes vacíos, sino
que incluye normalmente, junto con el transvase, una
serie de intervenciones enológicas complejas (filtra-
ción, clarificación, tratamiento en frío, etcétera), ope-
raciones que, si no se llevan a cabo según las reglas de
la profesión, pueden poner en peligro la calidad del
vino y modificar sus características.

62. Tampoco se discute que el transporte del vino a
granel puede menoscabar seriamente su calidad si no
se realiza en condiciones óptimas. En efecto, si las
condiciones de transporte no son perfectas, el vino
quedará expuesto a un fenómeno de oxidorreducción,
tanto más grave cuanto mayor sea la distancia recorri-
da, que podrá afectar a la calidad del producto.
También se verá expuesto a un riesgo de variaciones
de la temperatura.

63. El Gobierno belga y los Gobiernos que inter-
vienen en su apoyo afirman que dichos riesgos existen,
independientemente de que el vino se transporte y
embotelle en la zona de producción o fuera de ella.
Consideran que el transporte del vino a granel y su
embotellado fuera de la zona pueden realizarse en con-
diciones que permitan proteger su calidad y su reputa-
ción. En cualquier caso, aducen, la normativa comuni-
taria existente contiene normas suficientes de control
de la calidad y de la autenticidad de los vinos, en par-
ticular de los amparados por una denominación de ori-
gen calificada.

64. Tomando como base los elementos sometidos a
la apreciación del Tribunal de Justicia en el presente
asunto, ha de admitirse que, en condiciones óptimas,
las características y la calidad del producto pueden
efectivamente ser mantenidas cuando el vino ha sido
transportado a granel y embotellado fuera de la zona
de producción.
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65. No obstante, por lo que respecta a las operacio-
nes de embotellado, las condiciones óptimas se alcan-
zarán con mayor seguridad si tales operaciones las rea-
lizan bodegas establecidas en la zona de los beneficia-
rios de la denominación y que operan bajo el control
directo de estos últimos, puesto que cuentan con una
experiencia especializada y, más aún, con un conoci-
miento profundo de las características específicas del
vino de que se trata que no deben ser desnaturalizadas
ni deben perderse en el momento del embotellado.

66. Por lo que al transporte del vino a granel se
refiere, si bien es cierto que también puede producirse
un fenómeno de oxidorreducción durante un transpor-
te a granel en la zona de producción, aunque la distan-
cia recorrida sea normalmente más corta, debe señala-
re que, en este supuesto, el restablecimiento de las
características iniciales del producto se confiará a
empresas que ofrecen, a tal efecto, todas las garantías
técnicas y, además, el mejor conocimiento del vino.

67. Además, como destaca por otra parte el
Abogado General en los puntos 28 a 31 de sus conclu-
siones, los controles efectuados fuera de la zona de
producción, conforme a las normas comunitarias, pro-
porcionan menos garantías para la calidad y la autenti-
cidad del vino que los efectuados en la zona respetan-
do el procedimiento de control contemplado en el
apartado 5 de la presente sentencia.

68. A este respecto, procede observar que, en el
marco del Reglamento número 2048/89, los controles
de la calidad y la autenticidad del vino no son obliga-
toriamente sistemáticos en todos los Estados miem-
bros. En efecto, el artículo 3, apartado 2, de dicho
Reglamento establece que los controles «se realizarán
bien sistemáticamente, bien mediante muestreo».

69. Por su parte, el Reglamento número 223/93 no
garantiza, tal como señala la Comisión, el origen ni el
estado original del vino transportado a granel ni la con-
servación de su calidad durante el transporte, puesto
que establece un control esencialmente documental de
las cantidades transportadas.

70. En cuanto al Reglamento número 2392/89, su
artículo 42 prevé la posibilidad de que la instancia
competente de un Estado miembro pida a la instancia
competente de otro Estado miembro que exija a un
embotellador la prueba de la exactitud de las mencio-
nes utilizadas para la designación o presentación del
producto y que se refieran a la naturaleza, identidad,
calidad, composición, origen o procedencia de dicho
producto. No obstante, esta disposición, que se inscri-
be en el marco de una colaboración directa, no reviste
carácter sistemático, puesto que, por definición, presu-
pone la existencia de peticiones de la instancia com-
petente afectada.

71. Por el contrario, la normativa española de que
se trata prevé que los vinos que pueden llevar una
denominación de origen calificada deben ser someti-
dos, partida por partida, a exámenes organolépticos y
analíticos (artículo 20, apartado 4, del Real Decreto
número 157/88 y, para el vino de Rioja, artículo 15 del
Reglamento Rioja).

72. Además, de conformidad con el Reglamento
Rioja:

toda expedición de vino de Rioja a granel dentro de
la zona debe ser previamente autorizada por el Consejo
Regulador del Rioja (artículo 31),

el embotellado sólo puede ser efectuado por bode-
gas embotelladoras autorizadas por el Consejo
Regulador del Rioja (artículo 32),

las instalaciones de dichas bodegas han de estar cla-
ramente separadas de aquellas en las que se producen
y almacenan vinos sin derecho a la denominación de
origen calificada (artículo 24).

73. Así pues, resulta que, para los vinos de Rioja
transportados y embotellados en la zona de produc-
ción, los controles son profundos y sistemáticos, son
responsabilidad de la colectividad de los propios pro-
ductores, que tienen un interés primordial en la con-
servación de la reputación adquirida, y sólo los lotes
que hayan sido sometidos a tales controles pueden lle-
var la denominación de origen calificada.

74. De estas afirmaciones se deduce que el riesgo
para la calidad del producto finalmente ofrecido al
consumo es más elevado cuando dicho producto ha
sido transportado y embotellado fuera de la zona de
producción que cuando estas operaciones se realizan
en dicha zona.

75. Por consiguiente, ha de admitirse que el requi-
sito controvertido, que tiene como objetivo proteger la
gran reputación del vino de Rioja mediante un reforza-
miento del control de sus características particulares y
de su calidad, está justificado por ser una medida que
protege la denominación de origen calificada de la que
es beneficiaria la colectividad de productores afecta-
dos y que reviste para éstos una importancia decisiva.

76. Por último, debe admitirse que la medida es
necesaria para la consecución del objetivo perseguido,
en el sentido de que no existen medidas alternativas
menos restrictivas que permitan alcanzarlo.

77. A este respecto, la denominación de origen
calificada no quedaría protegida de forma comparable
mediante la obligación, impuesta a los operadores
establecidos fuera de la zona de producción, de infor-
mar a los consumidores, a través de un etiquetado ade-
cuado, de que el embotellado se ha producido fuera de
dicha zona. En efecto, un menoscabo de la calidad del
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vino embotellado fuera de la zona de producción que
fuera consecuencia de la realización de los riesgos
derivados del transporte a granel y/o de la operación de
embotellado correlativa, podría afectar negativamente
a la reputación de todos los vinos comercializados bajo
la denominación de origen calificada Rioja, incluidos
los embotellados en la zona de producción bajo el con-
trol de la colectividad titular de la denominación. En
términos más generales, la mera coexistencia de dos
procesos de embotellado diferentes, dentro o fuera de
la zona de producción, con o sin el control sistemático
efectuado por dicha colectividad, podría reducir el cré-
dito de confianza de que goza la denominación entre
los consumidores convencidos de que todas las etapas
de producción de un v.c.p.r.d. reputado deben efectuar-
se bajo el control y la responsabilidad de la colectivi-
dad beneficiaria de la denominación. En tales circuns-
tancias, procede afirmar que el requisito controvertido
no es contrario al artículo 34 del Tratado. En conse-
cuencia, el recurso ha de ser desestimado.

Costas

79. A tenor del artículo 69, apartado 3, del
Reglamento de Procedimiento, el Tribunal de Justicia

podrá, en circunstancias excepcionales, decidir que
cada parte abone sus propias costas. Procede aplicar
esta disposición en el presente asunto.

80. Las partes coadyuvantes soportarán sus propias
costas, de conformidad con el artículo 69, apartado 4,
del Reglamento de Procedimiento.

En virtud de todo lo expuesto,

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA

decide:

1. Desestimar el recurso.

2. El Reino de Bélgica y el Reino de España abo-
narán sus propias costas.

3. El Reino de Dinamarca, la República
Italiana, el Reino de los Países Bajos, la República
Portuguesa, la República de Finlandia, el Reino
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la
Comisión de las Comunidades Europeas soporta-
rán sus propias costas.
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AVISO PUBLICO
SUB. GRAL. COMERCIO EXTERIOR DE PRODUCTOS AGROALIMENTARIOS

SOLICITUD DE DEVOLUCION DE FIANZAS
PLAZOS PARA PRESENTACION DE PRUEBAS

Aplicación a los Certificados concedidos desde el día 1 de julio de 1995,
salvo que exista reglamento específico que lo modifique

Plátanos TREINTA DIAS siguientes a la expiración Rgto. CE n.° 2362/98
del período de validez del Certificado.

Mandioca SESENTA DIAS siguientes a la expiración Rgto. CE n.° 2245/90
del período de validez del Certificado. Art. 7

Productos agrícolas:
DOS MESES siguientes a la expiración del Rgto. CE n.° 1199/95
período de validez del Certificado.

— En todos los productos el PLAZO MAXIMO para solicitar la resolución de los expedientes es de VEINTICUATRO MESES desde el día siguiente a la expira-
ción del Certificado. Transcurrido este plazo no se efectuará la devolución del importe de la Fianza, aun en el caso de que se presente la correspondien-
te prueba de realización de las operaciones.

Materias grasas, plantas vivas, productos flo-
ricultura, leche y productos lácteos, carne
vacuno, semillas, frutas y hortalizas, carne
porcino, huevos, carne de ave, arroz, azúcar,
sector vitivinícola, cereales, etc.

MINISTERIO DE ECONOMIA Y HACIENDA
Secretaría General de Comercio Exterior

SUB. GRAL. COMEX. PRODUCTOS
AGROALIMENTARIOS. SERVICIO DE FIANZAS

Solicitudes de devolución de fianzas constituidas
(Importación y Exportación)

La Orden de 26 de febrero de 1986 («BOE, 7 de marzo»), modificada por la
Orden de 27 de julio de 1995, establece que la devolución de las fianzas se rea-
lizará por la Secretaría General de Comercio Exterior a solicitud del interesado.

Las solicitudes de devolución de las fianzas constituidas ante los Servicios
Centrales, deberán dirigirse a la Secretaría General de Comercio Exterior (Servi-
cio de Fianzas, Paseo de la Castellana, 162, planta cuarta, 28071 Madrid).

Las solicitudes de devolución de las fianzas, constituidas ante las Direc-
ciones Territoriales y Provinciales de Comercio, deberán presentarse en la
misma Dirección que concedió los correspondientes certificados.

El no solicitar, los interesados, la resolución de los expedientes de devolución
de las fianzas con la aportación de las pruebas, en los plazos establecidos en la
legislación nacional y comunitaria en vigor, para los diversos productos agríco-
las, dará lugar al oportuno Acuerdo Declarativo de Incumplimiento.

Con el fin de agilizar la resolución de los expedientes de devolución de
las fianzas constituidas a disposición de la Secretaría General de Comercio
Exterior, es recomendable se adjunte a las solicitudes la fotocopia del
correspondiente «Resguardo de depósito en metálico sin interés», o del
«Resguardo de Garantía Otorgada por Terceros».

SERVICIO DE FIANZAS
Acuerdo declarativo de incumplimiento
(Fianza constituida en las operaciones

de Importación y Exportación)
Ingreso de las liquidaciones

Las cantidades a ingresar en el Tesoro Público-Recursos Eventuales,
como consecuencia de los expedientes de Acuerdo Declarativo de Incum-
plimiento de Resguardos de Garantías Otorgadas por Terceros, pueden
hacerse efectivas por la EMPRESA TITULAR DE LOS CERTIFICADOS.

— En MADRID:
MINISTERIO DE ECONOMIA Y HACIENDA
DIREC. GRAL. DEL TESORO Y POLITICA FINANCIERA
Paseo del Prado, 4
28071 MADRID
— En PROVINCIAS:
INTERVENCION DE HACIENDA de la localidad en que resida la Entidad

Delegada que constituyó la Garantía Otorgada por Terceros (Aval o Certi-
ficado de Seguro de Caución).

Realizado el ingreso y expedida la CARTA DE PAGO por el MINISTERIO DE
ECONOMIA Y HACIENDA, esta CARTA DE PAGO original deberá remitirse a:

MINISTERIO DE ECONOMIA Y HACIENDA
SERVICIO DE FIANZAS
P.° Castellana, 162, Pl. 4.a
28071 MADRID

MINISTERIO DE ECONOMIA Y HACIENDA

Secretaría General de Comercio Exterior

SUB. GRAL. COMERCIO EXTERIOR DE PRODUCTOS AGROALIMENTARIOS
SERVICIO DE FIANZAS

Paseo de la Castellana, 162, cuarta planta, 28071 Madrid
Teléfonos: (91) 349 38 67 y 349 39 13


